
 

 
1 MÉXICO 

CRITERIOS 

 

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. CUANDO EL ESTADO ADUCE QUE EXISTE UNA 

CARENCIA PRESUPUESTARIA PARA SU REALIZACIÓN, DEBE ACREDITARLO.  

El contenido normativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, permite 

concluir que la obligación estatal de proteger, respetar y promover los derechos contenidos en ese 

instrumento no puede desconocer la situación particular que enfrente cada país, por lo que no existirá una 

violación a los derechos en él tutelados, a pesar de que se acredite que un determinado derecho no ha 

sido realizado o alcanzado un nivel óptimo de eficacia, siempre y cuando el Estado haya demostrado que 

ha utilizado todos los recursos que están a su disposición en un esfuerzo por satisfacer las obligaciones 

establecidas en la propia convención. De ahí que no basta la simple afirmación del Estado Mexicano de 

que existe limitación presupuestaria para que se tenga por acreditado que ha adoptado todas las medidas 

"hasta el máximo de los recursos" de que disponga, para lograr la realización de los derechos consagrados 

en el referido Pacto, sino que para ello deberá aportar el material probatorio en que sustente su dicho. 

Por tal motivo, en todo asunto en el que se impugne la violación a los derechos constitucionales de la 

materia, los juzgadores nacionales deben distinguir entre la incapacidad real para cumplir con las 

obligaciones que el Estado ha contraído en materia de derechos humanos, frente a la renuencia a 

cumplirlas, pues es esa situación la que permitirá determinar las acciones u omisiones que constituyan 

una violación a tales derechos humanos. 

SALUD. DERECHO AL NIVEL MÁS ALTO POSIBLE. ÉSTE PUEDE COMPRENDER OBLIGACIONES 

INMEDIATAS, COMO DE CUMPLIMIENTO PROGRESIVO.  

El artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prevé obligaciones de 

contenido y de resultado; aquéllas, de carácter inmediato, se refieren a que los derechos se ejerciten sin 

discriminación y a que el Estado adopte dentro de un plazo breve medidas deliberadas, concretas y 

orientadas a satisfacer las obligaciones convencionales, mientras que las de resultado o mediatas, se 

relacionan con el principio de progresividad, el cual debe analizarse a la luz de un dispositivo de 

flexibilidad que refleje las realidades del mundo y las dificultades que implica para cada país asegurar la 

plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales. En esa lógica, teniendo como 

referente el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental 

contenido en el artículo 12 del citado Pacto, se impone al Estado Mexicano, por una parte, la obligación 

inmediata de asegurar a las personas, al menos, un nivel esencial del derecho a la salud y, por otra, una de 

cumplimiento progresivo, consistente en lograr su pleno ejercicio por todos los medios apropiados, hasta 

el máximo de los recursos de que disponga. De ahí que se configurará una violación directa a las 

obligaciones del Pacto cuando, entre otras cuestiones, el Estado Mexicano no adopte medidas apropiadas 

de carácter legislativo, administrativo, presupuestario, judicial o de otra índole, para dar plena efectividad 

al derecho indicado. 


